Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 49 minutos) 


La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene en el orden del día 
dos proyectos de ley, y uno de ellos se relaciona con el tema de la protección radiológica. A ese 
respecto, habíamos acordado que para avanzar en su consideración íbamos a esperar la concurrencia 
del señor Alejandro Nader, de la Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear, quien solicitó ser 
recibido, pero en este momento se encuentra de viaje. Entonces, vamos a esperar su comparecencia 
para poder valorar su punto de vista antes de aprobar este proyecto de ley. Contamos con opiniones de 
diversos técnicos que ya fueron repartidas, y vamos a esperar por la del señor Nader para poner a 
votación este proyecto de ley. 


La otra iniciativa que está considerando la Comisión es la Carpeta N* 1209/08, que 
contiene un proyecto de ley del Poder Ejecutivo relativo al uso eficiente de la energía en el territorio 
nacional. Creo que deberíamos continuar con su consideración, ya que se trata de un tema bien 
importante. 


SEÑOR ALFIE.- En el día de ayer estuvimos hablando con el señor Senador Long sobre los artículos 
que se votaron en la Rendición de Cuentas relativos a parques eólicos. Si bien por pedido nuestro 
hubo algunos cambios de último momento en todo el articulado, claramente se advierte que siete u 
ocho artículos no constituyen el marco adecuado, ni tampoco la Rendición de Cuentas es el lugar para 
estudiar una cuestión de estas dimensiones, sobre todo por la cantidad de limitaciones a los derechos 
de la propiedad privada que se establecían y por el número de servidumbres que se puede determinar. 
Inclusive -según recuerdo- en oportunidad de tratar la Rendición de Cuentas, se acordó que este tema 
sería estudiado en Comisión. 


Solicito que la Secretaría, señor Presidente, nos haga llegar estos artículos relativos a 
parques eólicos, cuya numeración va desde el 240 a algo más del 250 de la Rendición de Cuentas, con 
el objetivo de que la Comisión los estudie a fondo, para lo que podríamos pedir, ahora sí, la 
comparecencia, no solo de especialistas en temas de energía, sino también de juristas que nos 
asesoren, entre otras cosas, sobre dichas limitaciones a la propiedad privada. 


Hago este pedido porque al señor Senador Long y a mí -hablo por ambos en este caso y, si 
me equivoco, el señor Senador me corregirá- nos resulta un tema demasiado importante. La ley deja 
enormes dudas sobre una cantidad de aspectos. De hecho, votamos algunos artículos y no otros; 
inclusive, hicimos algunos cambios de último momento, porque entendimos que mejoraban 
sustancialmente las cosas, pero tampoco estamos seguros de haber hecho las cosas totalmente bien, 
porque fue algo que hicimos a último momento, y por mejor voluntad que hayamos puesto, por muchas 
nociones que nos hayan aclarado nuestros asesores y por más que dispusimos de más de una hora 
para discutirlo, los temas no quedaron resueltos de la manera más adecuada. 


SEÑOR LONG.- Quiero decir algo aunque sin ánimo de extenderme porque suscribo totalmente lo que 
ha dicho el señor Senador Alfie. 


En primer lugar, entonces, quiero hacer una puntualización para ubicar a la Secretaría de la 
Comisión: esto estaba en el Inciso correspondiente al Ministerio de Industria, Energía y Minería y tenía 
que ver con los últimos artículos. Aclaro que no sé cuál fue la numeración final porque ésta, por el 
propio proceso de la Rendición de Cuentas, se fue modificando; no obstante, creo que es muy fácil 
identificarlos. 


En segundo término y sobre el fondo de la cuestión, quiero recordar que ya estuvimos de 
acuerdo, primero en la Comisión y luego en el Pleno. En lo personal, puedo decir que reiteradamente 
volví a presentar el tema y que el señor Senador Alfie -y creo que también algún otro Senador- trasladó 
la inquietud, en todas las instancias, al propio Ministro, a la Comisión y luego al Plenario; siempre hubo 
acuerdo en cuanto a que esto había que estudiarlo en la Comisión. La única diferencia -no menor- que 


existía era que nosotros proponíamos que no se aprobara nada y que se discutiera en Comisión, para 
aprobarlo después, mientras que la otra postura sugería aprobarlo y luego revisarlo en la Comisión. 


En definitiva, lo que plantea el señor Senador Alfie es algo en lo que ya habíamos estado 
todos de acuerdo; ahora habría que efectivizarlo y definir a quiénes se invita a este respecto. Creo que 
esto tiene una gran urgencia porque la Rendición de Cuentas entrará en vigencia el 1” de enero, 
aunque pienso que igualmente estamos a tiempo, ya que esto puede salir en forma previa a las 
modificaciones -si es que se decide hacerlas- e, incluso, a la reglamentación de esos artículos. 


En consecuencia, acompaño la propuesta formulada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la propuesta es que se repartan a los miembros de la Comisión 
esos artículos de la Rendición de Cuentas y que los incluyamos como un punto del orden del día para 
empezar a tratarlo en la próxima sesión. 


A su vez, sería conveniente ir pensando en personas especializadas en derecho de 
servidumbre para cursarles la invitación pertinente. En la Rendición de Cuentas habíamos consultado 
a un jurista, que creo era el doctor Delpiazzo. 


SEÑOR LONG.- En lo personal, puedo decir que consulté al doctor Augusto Durán Martínez, y también 
en su momento hablé con los doctores Martín Risso y Carlos Delpiazzo. No obstante, como había 
muchos asuntos para consultar, francamente, tendría que verificar si todos ellos se expidieron sobre 
este tema; sí estoy seguro que lo hizo, específicamente sobre este tema, el doctor Durán Martínez. Tal 
vez sus otros colegas se hayan pronunciado sobre otros puntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece bien, podríamos hacer llegar al doctor Durán Martínez estos 
artículos de la Rendición de Cuentas y podríamos invitarlo a que venga a darnos su opinión. 


SEÑOR COURIEL.- Nosotros no tenemos ningún inconveniente en esto, estamos de acuerdo. Quiero 
dejar constancia de que las posiciones expresadas aquí están contra la postura del señor Presidente, 
que pretendía sancionar esto a partir de hoy. Todo Presidente puede modificar su actitud y eso nos 
parece muy noble. 


Por otro lado, quiero decir que le vamos a hacer llegar al señor Presidente el nombre de 
algunas personas que consideramos conveniente que concurran para que él, con el gesto que lo 
caracteriza, disponga las convocatorias correspondientes. 


SEÑOR ALFIE.- En estas instancias, nosotros siempre comenzamos escuchando al Ministerio 
correspondiente aunque, en realidad, ya lo hicimos. Mi propuesta en esta oportunidad, en realidad, es 
que escuchemos la opinión de todos los demás con respecto a estos artículos y así nos formemos una 
opinión acerca de si debemos consultar o no al Ministerio. 


SEÑOR LONG.- Además del tema legal, creo que la preocupación es el asunto de fondo, ya que todos 
estamos de acuerdo en la importancia de la energía eólica, pero habría que ver cómo se instrumenta 
esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos la oportunidad de considerar nuevamente y aprobar el proyecto de 
ley sobre “Uso Eficiente de la Energía en el Territorio Nacional”, que me parece realmente importante. 
Precisamente, hemos contado con la presencia del Ministerio de Industria, Energía y Minería -que hizo 
una presentación en Power Point- por cuanto ya podríamos comenzar a tratarlo con tranquilidad. Creo 
que esta iniciativa alude a temas en los que no se requiere mayor nivel de asesoramiento técnico y, de 
acuerdo con la reunión ya mantenida con autoridades del Ministerio, básicamente se trata de informar 
a la población y de etiquetar sobre el uso. Entonces, más allá de que todavía existan cuestionamientos, 
creo que debemos avanzar con este proyecto de ley, porque hay otra iniciativa, presentada por todos 
los Senadores de la Bancada del Frente Amplio, relativa a la energía solar -en la que se declara de 


interés nacional su investigación y su uso- y que también entiendo relevante considerar. En realidad, 
me cuesta mucho confesar que es una buena iniciativa de parte del Gobierno. 


SEÑOR COURIEL.- Incluso, se recibieron algunas delegaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora bien, como tengo la sensación de que la aprobación del proyecto de ley 
sobre el uso eficiente de la energía presenta más urgencia, preferiría darle mayor impulso, al igual 
que a la iniciativa sobre radiaciones ionizantes. Además, quizás podamos adelantar los cometidos de 
ese proyecto, teniendo en cuenta los anuncios que vienen desde Corea relacionados con la energía 
nuclear, tal como lo ha manifestado el propio Presidente de la República. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que, en general, la ley tiene muchos aspectos declarativos, pero también tiene 
otros que no son declarativos y que deberíamos analizar a fondo. No sólo deberíamos considerar si 
estamos de acuerdo o no con esta norma, sino estudiarla en profundidad. Por lo pronto, en tanto hay 
aspectos sobre los impuestos y demás, deberíamos hacer las consultas pertinentes al Ministerio de 
Economía y Finanzas, porque no parece ser del caso que cuestiones tributarias aparezcan 
distorsionadas por elementos que no tienen nada que ver. A mi entender, habría que actuar al revés y 
subsidiar determinadas cosas y no ponerles impuestos, porque se altera sustancialmente la 
asignación de recursos, con la posibilidad de que queden anuladas determinadas actividades que no 
deberían serlo, en tanto no sólo se anulan acá, sino también en el exterior. Por eso creo que si se 
quieren promover determinadas cosas, se deben fijar los subsidios directamente y no establecer 
impuestos. Son aspectos que hay que analizar, así como también el tema de las atribuciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere aclarar que va a aceptar todos los cuestionamientos y 
los asesoramientos que sean necesarios, y que lo que considera más importante es comenzar con el 
tratamiento del proyecto de ley. Si mañana el señor Senador Alfie o cualquier otro Senador plantean 
que no están en condiciones de votar un artículo porque necesitan hacer consultas, se postergará su 
consideración sin dejar de avanzar en la lectura de todo el articulado, porque de esa manera ya 
sabremos cuáles son los inconvenientes de la iniciativa. Por otra parte, considera que no se puede 
quedar a la espera de estudios que se quieran realizar, sino que hay que leer el articulado en conjunto 
y con tranquilidad para luego evacuar las dudas, sabiendo a quién vamos a consultar. 


Léase el artículo 1*. 
(Se lee) 


“Artículo 1.- El objeto de la presente ley es promover el uso eficiente de la energía en el 
territorio nacional, contribuyendo a un desarrollo sostenible y a la reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero en los términos del Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre Cambio Climático, aprobado por Ley N* 17.729, de 23 de noviembre de 2000.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2. 

(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Entiéndese por uso eficiente de la energía (U.E.E.) o eficiencia energética a los 
efectos de esta ley, a todos los cambios que resulten en una disminución económicamente conveniente 


de la cantidad de energía necesaria para producir una unidad de actividad económica o para satisfacer 
los requerimientos energéticos de los servicios que requieren las personas, asegurando un igual o 
superior nivel de calidad y una disminución de los impactos ambientales negativos derivados de la 
generación, distribución y consumo de energía. Queda incluido además dentro del concepto de 
eficiencia energética, la sustitución de combustibles tradicionales por no tradicionales, siempre que sea 
económicamente conveniente desde el punto de vista de la sociedao”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: habría que discutir el alcance de estos artículos, porque son temas 
muy importantes; si se dejan conceptos vagos, los cambios quedan al arbitrio de las autoridades de 
turno. Más allá de que habría que mejorar bastante la redacción de esta disposición, creo que la 
“unidad de actividad económica” no existe, no es una expresión válida. Entiendo que habría que hablar 
de una “unidad de producto”, cualquiera sea este. Por lo tanto, la redacción debería decir: 
... disminución económicamente conveniente de la cantidad de energía necesaria para producir una 
unidad de producto”, etcétera. 


Más adelante, se agrega: “Queda incluido además dentro del concepto de eficiencia 
energética, la sustitución de combustibles tradicionales por no tradicionales, siempre que sea 
económicamente conveniente desde el punto de vista de la sociedad”. ¿Qué quiere decir esto? ¿Qué 
significa la expresión “económicamente conveniente desde el punto de vista de la sociedad”? En un 
sentido económico estricto, podríamos decir que se trata directamente del precio, que refleja la 
escasez relativa y, por lo tanto, la valoración subjetiva que hacen las personas sobre cada bien. Creo 
que a esta altura se trata de un valor que todo el mundo comparte. ¿Cuál es la interpretación de “el 
punto de vista de la sociedad”? Reitero que la única interpretación válida son los precios, porque son la 
evaluación del bien que hace la sociedad. Me queda la sensación de que esta es una frase innecesaria 
que, además, complica las cosas. Parece obvio que si un combustible no tradicional es más barato que 
uno tradicional porque, por ejemplo, determinado subproducto se puede usar para producir energía y 
es conveniente, está dentro del criterio. Insisto en que no me parece que esta definición agregue algo, 
sino que creo que complica las cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Proponemos que se postergue el tratamiento de este artículo, porque ha sido 
cuestionado. 


¿El señor Senador Alfie va a trabajar en la redacción de algún texto alternativo para el 
artículo 2%? 


SEÑOR ALFIE.- Así es, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda postergado el artículo 2%, a la espera de un texto sustitutivo que 
presentará el señor Senador Alfie. 


Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Corresponde al Poder Ejecutivo fijar la política de Uso Eficiente de la Energía 
(UEE) y el contralor del cumplimiento de las normas dictadas en esa materia. A tales efectos el Poder 
Ejecutivo propondrá las medidas reglamentarias correspondientes”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


4 en 5. Afirmativa. 
Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- El Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) elaborará el Plan Nacional 
de Eficiencia Energética para su aprobación por parte del Poder Ejecutivo en acuerdo con los 
Ministerios competentes (Ministerio de Industria, Energía y Minería; Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; Ministerio de Transporte y Obras Públicas; Ministerio de 
Economía y Finanzas; Ministerio de Educación y Cultura). El Plan será elaborado en coordinación con 
los Ministerios e instituciones vinculadas. 


El Plan Nacional de Eficiencia Energética, incluirá al menos los siguientes aspectos 
específicos: 


a) mecanismos que garanticen la disponibilidad de información veraz al consumidor en relación 
al consumo energético de los equipos, artefactos y vehículos que requieren suministro de energía 
para su funcionamiento; 


b) planes sectoriales de desarrollo y promoción del uso eficiente de la energía incluyendo las 
metas correspondientes, así como la investigación y la producción de tecnologías nacionales en 
áreas del conocimiento que contribuyan a un UEE; 


Cc) mecanismos que aseguren el UEE en las instalaciones de la Administración Central y de las 
entidades públicas en general; 


d) plan de incorporación de equipos consumidores de energía al sistema de etiquetado de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley, así como las normas de UEE a 
requerirse a equipos, vehículos y edificaciones; 


e) establecer, cuando existan razones fundadas y condiciones de mercado favorables, metas 
de niveles máximos de consumo específico de energía o mínimos de eficiencia energética, de 
equipos, artefactos y vehículos consumidores de energía; 


f) criterios de ponderación del ahorro de energía estimado para la emisión de los Certificados 
de Ahorro de Energía creados por el artículo 15 de la presente ley. La ponderación podrá 
incentivar ahorros generados en proyectos que utilicen fuentes de energía no tradicionales, el 
empleo y optimización de recursos energéticos autóctonos no tradicionales, la implementación del 
UEE en el sector transporte, la generación de empleo y valor agregado nacional, la generación de 
desarrollo local o innovación tecnológica, y el acceso al UEE de los sectores de bajos recursos; 


9) criterios para caracterizar un proyecto como de eficiencia energética según se desprende del 
artículo 2* de la presente ley.” 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Empezando por cuestiones menores, a mi juicio el inciso primero debería terminar en 
“para su aprobación por parte del Poder Ejecutivo”. Me parece que no hay que incluir esa enumeración 
de los Ministerios competentes porque, por ejemplo, si se trata del uso eficiente del agro, debería 
mencionarse al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. No vale la pena incorporar esa 
enumeración en la ley porque, tal como lo indica la Constitución, el Poder Ejecutivo actúa de la 
siguiente manera: un Ministro con el Presidente, varios Ministros con el Presidente o el Consejo de 
Ministros. 


Tampoco es necesario establecer que el Plan será elaborado en coordinación con los 
Ministerios e instituciones vinculadas porque va de suyo; de lo contrario, el Ministro no lo firma. 


Por otra parte, me gustaría desglosar los literales b), c), e) y f). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, postergaríamos este artículo a la espera de que cada uno de 
nosotros haga las consultas pertinentes. 


Simplemente quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que el literal f), que 
comienza diciendo: “criterios de ponderación del ahorro de energía estimado para la emisión de los 
Certificados de Ahorro de Energía creados por el artículo 15 de la presente ley. La ponderación podrá 
incentivar ahorros generados en proyectos que utilicen fuentes de energía no tradicionales, el empleo y 
optimización de recursos energéticos autóctonos no tradicionales”, me parece confuso y muy 
complicado. 


SEÑOR LONG.- Quizás el ahorro más importante en el corto y mediano plazo se logre por medio del 
estímulo al ahorro en el consumo de los combustibles tradicionales o de los medios de energía 
tradicional. Paralelamente, habrá que ver cómo se van agregando otros a la matriz, pero considero que 
el mayor ahorro estará dado en los insumos energéticos mencionados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, queda postergado el artículo 4% y los miembros de la Comisión 
intentaremos elaborar una redacción más clara, luego de hacer las consultas pertinentes. 


Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- Incorpórase al artículo 1% de la Ley N* 17.598, de 13 de diciembre de 2002, el 
siguiente literal: 


“G) Las referidas al Uso Eficiente de la Energía, según lo estipulen las normas 
correspondientes”.” 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Este artículo está vinculado con la URSEA que, como todos saben, es la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua y que tiene como cometido regular o controlar las 
actividades referidas a la energía eléctrica, a la importación de gas natural, a la aducción y distribución 
de agua potable, a la recolección de aguas servidas, a la importación, refinación, transporte, 
almacenamiento y distribución de petróleo, combustibles y otros derivados de hidrocarburos y a la 
importación, exportación, producción y comercialización de agrocombustibles. Realmente no entiendo 
qué tienen que ver las normas de uso eficiente de la energía con esta Unidad. En realidad, considero 
que lo establecido en los artículos 5%, 6% y 7% no es competencia de la URSEA, puesto que se trata de 
normas de control que, además, están delimitadas por el Poder Ejecutivo, que es el que dicta las 
normas y elabora los reglamentos. En este caso, se está hablando del uso de la energía y no de su 
producción. No debemos olvidar que las unidades reguladoras tienen como función regular la 
competencia y el mercado e impedir que haya abuso de posición dominante. Por lo tanto, dado que 
estos artículos no refieren a la política energética ni a las competencias, sino a algo particular, 
propongo que no se incluyan en el ordenamiento de esta ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, se posterga la consideración de los artículos 5%, 6% y 7% y se 
remitirá la versión taquigráfica de esta sesión al Director de Energía del Ministerio para que pueda 
informarse sobre los inconvenientes que hemos encontrado. En lo personal, creo que no es necesario 
cursar una invitación a esta autoridad, puesto que eso implicaría una cierta demora para obtener una 
respuesta. Simplemente se podría establecer una comunicación por medio del correo electrónico y, 
además, también se enviará el mismo planteo sobre estos tres artículos a la URSEA, advirtiéndole que 


el señor Senador Alfie, integrante de esta Comisión, considera que estas disposiciones no son de 
competencia del Ente regulador, por lo que se solicita que nos envíe por correo electrónico su opinión 
al respecto. 


Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- Los objetivos de la presente ley deberán ser considerados e incluidos en el 
diseño de políticas nacionales sectoriales, particularmente en los casos de la política de vivienda, 
transporte y desarrollo industrial.” 


En consideración. 
Por lo visto, este artículo no presenta inconvenientes. 
Se va a votar el artículo 8*. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 9. 
(Se lee:) 


“Artículo 9.- Los gobiernos departamentales, en el ejercicio de su competencia, establecerán 
requisitos mínimos de eficiencia energética para las nuevas edificaciones construidas así como en 
materia de transporte colectivo y alumbrado público, siguiendo las pautas y normas de eficiencia 
energética y ambientales establecidas a nivel nacional, coordinándolos con los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería, y Transporte y Obras Públicas, respectivamente.” 


En consideración. 


Por mi parte, quiero señalar que me parece un artículo correcto, pues es obvio que lo que se 
apruebe debe hacerse en forma coordinada con las Intendencias Municipales. Dicho de otra manera, 
no puede haber una política departamental diferente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


“Artículo 10.- La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), la 
Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) y las empresas distribuidoras de 
gas por cañería (en adelante “prestadores de servicios de energía”), deberán fomentar el uso eficiente 
de la energía entre sus clientes, informando a los mismos acerca de conceptos y buenas prácticas de 


uso, así como facilitando la comprensión por parte de éstos del consumo energético de los equipos, 
artefactos y vehículos de acuerdo a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley.” 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Respecto a este artículo, me da la impresión de que en lugar de nombrar a dos 
empresas en particular y después otras, en general, se debería mencionarlas en términos generales, 
por las dudas de que después pueda surgir otra. Se podría hacer una mención general como, por 
ejemplo, la siguiente: “Las empresas prestadoras de servicios de energía de acuerdo con lo que 
determina la reglamentación, deberán fomentar el uso eficiente”, etcétera. Posteriormente, la 
reglamentación especificará cuáles son y en qué consiste su actividad. 


En el artículo se habla de las distribuidoras de gas por cañería pero, ¿por qué no de las 
distribuidoras de garrafas de supergás? 


En síntesis, se podría especificar la información relacionada con el tema energético y, en ese 
sentido, el texto podría decir: “Las empresas prestadoras de servicios de energía, de acuerdo con lo 
que determine la reglamentación, deberán fomentar el uso”, etcétera. De aceptarse esta propuesta, 
luego la reglamentación definiría a las empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo con esta modificación. 
SEÑOR COURIEL.- Preferiría que se postergara, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pues bien, queda postergado el artículo 10. 

Cabe aclarar que hay un texto sustitutivo, que será repartido. 


Reiteramos que, como la versión taquigráfica de esta sesión será remitida al señor Director 
de Energía, los señores Senadores del Gobierno recibirán también su opinión vía e-mail. 


Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 


“Artículo 11.- Los prestadores de servicios de energía que financien o gestionen la venta de 
equipos y artefactos, deberán contar con la autorización del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
la cual será otorgada para aquellos equipos considerados eficientes en base a normas técnicas de 
U.E.E. nacionales, o en su defecto reconocidas a nivel internacional.” 


En consideración. 


Si los señores Senadores me permiten, quiero señalar que la propuesta de este artículo, que 
habla de “Los prestadores de servicios que financien o gestionen la venta de equipos” se nos presenta 
como una dificultad para acompañarlo con nuestro voto, por el hecho de que, en nuestra opinión, 
interfiere en la libertad de comercio. En otras palabras, según esta propuesta, ahora se deberá tener 
una autorización del Ministerio para poder trabajar. Realmente, me parece que no debería ser así. 


Se agrega, además, “la cual será otorgada para aquellos equipos considerados eficientes en 
base a normas técnicas”. Me parece bien el control de la información que se brinda al usuario, pero no 
comparto la idea de limitar la acción del comercio, que se puede deducir del concepto de que podrán 
prestar servicios de energía aquellos que financien o gestionen la venta de equipos. 


En síntesis, considero que, de aprobarse este artículo tal como está, se intervendría mucho 
en la vida comercial y en la libertad de comercio que debe tener el país. 


De todas maneras, puesto que, reitero, vamos a recibir la opinión del señor Director de 
Energía, simplemente quería que constara mi opinión en la versión taquigráfica. 


SEÑORA DALMÁS.- No había opinado hasta ahora acerca de los artículos porque recién 
comenzamos su análisis, pero a esta altura del debate me gustaría decir que considero que, por lo 
menos para el Uruguay, estamos ante la implementación de un concepto nuevo, como es el uso 
eficiente de la energía. Quizás no lo sea en el mundo y tampoco en el conocimiento de la sociedad, 
pero podría decir -porque así lo han definido- que se trata de una nueva fuente de energía. Por lo tanto, 
considero que debemos analizar este proyecto de ley a la luz de esa definición. 


He escuchado atentamente las apreciaciones que se han vertido aquí y observé que en 
algunos casos se señala que la redacción es muy general porque queda librada a la reglamentación, y 
en otros es demasiado específica, por lo que me parece que estamos siendo un poco contradictorios. 
De todas maneras, voy a dejar este aspecto para cuando se analicen los artículos que se han 
postergado. 


En este caso específico, por la importancia estratégica que tiene la energía para cualquier 
país -éste es un tema problemático en el mundo y ni que hablar en el Uruguay- creo que el artículo 11 
podría ser formulado de otra manera a los efectos de que el centro de la cuestión fueran los equipos y 
no los prestadores; en ese sentido, quiero señalar que sí creo que los equipos deben tener 
autorización. Pienso que la intención de la norma es imponer e implantar el concepto de la necesidad 
de ofrecer equipos que, de acuerdo con ciertas normas técnicas, tengan un aprovechamiento de la 
energía adecuado. Quizás el artículo se podría redactar de manera que no esté referido a los 
prestadores, sino a los equipos a ser vendidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese es otro tema. 


SEÑORA DALMÁS.- Es verdad, pero por eso señalo que hay que estudiar este artículo con más 
profundidad. En principio, estoy de acuerdo con el concepto que allí figura, porque creo que así como 
en los medicamentos no debe haber libertad de comercio, cuando se trata de normas técnicas -aunque 
sea un rubro totalmente distinto- como en este caso, también el ciudadano merece estar informado y 
que exista un control muy estricto. Por eso insisto en que hay que estudiar un poco más el tema, ya 
que no creo que la intención del artículo sea limitar la libertad de trabajo ni de comercio, pero sí 
entiendo que debería haber equipos autorizados y bien diferenciados. 


SEÑOR ALFIE.- En primer lugar voy a complementar lo señalado por la señora Senadora Dalmás y 
luego voy a contestar lo expresado por ella porque, en cierta manera, me he sentido aludido. 


Creo que este artículo debe estar enfocado a la obligación de informar básicamente el 
consumo y el costo del consumo de lo que se ofrece, para que la persona pueda decidir, de acuerdo 
con el costo del aparato y el costo de funcionamiento, qué es lo que más le conviene. Ese es el tema 
porque, ¿qué pasa? Puede suceder -como ocurre en otros aspectos- que lo peor sea no contar con un 
aparato. A veces no se puede afrontar la diferencia de costo de capital o de costo hundido, pero sí se 
puede absorber el costo de funcionamiento. Entonces, hay situaciones en las que algo cuesta más 
caro, pero luego se puede usar y, si fuera de otra manera, no se podría llegar a tenerlo. Por lo tanto, la 
reglamentación debe implementar alguna forma para que a través de una información clara sobre el 
rendimiento del producto que se va a comprar -que deberá brindar quien lo vende- la gente pueda 
hacer esa cuenta y decidir. 


En cuanto a la laxitud y no laxitud -por la que fui aludido- quiero decir que se trata de 
conceptos totalmente distintos. Considero que una cosa es nombrar de a una a las empresas que 
están incluidas en la ley -y éste es un tema de definición y funcional- y otra, muy distinta, es dejar 
abiertos temas enormes de política, que necesariamente son reservados a la ley. En definitiva, se trata 
de cosas diferentes y, por lo tanto, no es una contradicción decir que esto tiene que quedar en la 


reglamentación cuando estamos definiendo si la empresa tal o cual es prestadora de servicios de 
energía. Entonces, se definen los prestadores de servicios de energía y allí se incluyen, por lo que se 
puede decir que la energía va cambiando de modo -por lo que estamos observando- desde épocas 
inmemoriales. Son aspectos directamente instrumentales y de política y es obvio que no estamos 
hablando del universo. 


Esta era la observación que quería formular y, por otra parte, como este tema va a volver al 
Ministerio, me pareció importante que éste tuviera conocimiento, ya que lo consideramos clave en este 
proyecto de ley. 


SEÑOR LONG.- En la misma línea de lo que expresó al final de su exposición la señora Senadora 
Dalmás y anteriormente el señor Senador Alfie, quiero decir que el único cambio perdurable que 
podemos tener -estoy de acuerdo en que tenemos un bolsón enorme de energía que podemos achicar 
y de esa forma generar un aporte sustancial a la solución del problema- será aquel que se dé en la 
medida en que la gente vaya haciendo las opciones más adecuadas e inteligentes. Y para que la gente 
pueda realizar tal cosa debe contar con la información adecuada, que hoy no tiene o es muy escueta. 
Lo esencial es que el vendedor -normalmente no es la empresa proveedora de energía, pero si así 
fuera, también- brinde la suficiente y clara información. A veces no se trata de un volumen de 
información, sino de los aspectos esenciales para que la persona tome una decisión en forma 
inteligente. 


En lo personal, hace un tiempo comencé a vivir el tema relativo a la inclusión del etiquetado 
en los alimentos, como así también en otros productos, y uno puede ver que la gente ha cambiado sus 
hábitos de consumo, porque en la actualidad, por ejemplo, las personas consumen alimentos más 
sanos, con menos grasas. Asimismo, tenemos el caso de los diabéticos o de los celíacos, que hoy son 
situaciones más conocidas. Es decir que en la medida en que exista información, la gente va a tomar 
una mejor decisión. Cuando tratemos este tema, voy a hacer una sugerencia al respecto. Creo, 
además, que ahí es donde se va a dar un cambio perdurable, porque se introducen mejores pautas de 
comportamiento. Por otro lado, hay que evitar la publicidad engañosa o la información equivocada, 
errónea o malintencionada. 


SEÑORA DALMÁS.- Leyendo más detenidamente el artículo 11, puedo observar que se refiere a la 
situación preeminente que tiene en el mercado una empresa prestadora de servicios de energía a la 
hora de ofertar un equipo. Ello ocurrió en determinado momento con UTE y la oferta de determinados 
electrodomésticos, ya que no sólo existía la facilidad de financiamiento a través de un convenio por el 
cobro de la factura, sino que también tenía la garantía del Organismo. Entonces, por ejemplo, si una 
empresa prestadora de gas ofrece un equipo, de alguna manera se crea una situación preeminente en 
el sentido de que, de por sí, la empresa se convierte en una garantía para el usuario. 


Entonces, no está mal que en esos casos se exija una autorización para contar con las 
normas técnicas en cuanto al uso eficiente de energía, porque no es para todos los comerciantes o 
quienes ofrezcan equipos, sino para aquellos que los ofrezcan y suministren la energía que los 
abastece, como ya ha ocurrido en el país. 


En consecuencia, creo que el artículo se refiere, en particular, a estos casos; y leyéndolo más 
detenidamente es que me di cuenta de su sentido. 


SEÑOR ALFIE.- Si es estrictamente así, me parece razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un buen argumento el que nos ha brindado la señora Senadora a favor del 
artículo 11. De todas maneras, me gustaría que su texto fuera más claro. Este comentario lo formulo 
para que conste en la versión taquigráfica y pueda ser leído por las autoridades competentes. 


Léase el artículo 12. 


(Se lee:) 


“Artículo 12.- Los equipos y artefactos que se comercialicen en el país deberán incluir 
información acerca del consumo energético en sus etiquetas, envases y publicidad. El Ministerio de 
Industria, Energía y Minería establecerá diversas modalidades y plazos de aplicación según el tipo de 
equipo o artefacto y teniendo en cuenta los objetivos de la presente ley. La información del consumo 
energético se hará en base a estándares de eficiencia energética, de acuerdo a normas técnicas 
nacionales o en su defecto emitidas por organismos internacionales de normalización.” 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Básicamente, es de esto de lo que estaba hablando cuando me referí al artículo 
anterior. Me parece correcto, pero creo que hay una suerte de duplicación -por llamarlo de alguna 
manera- cuando dice que los equipos y artefactos que se comercialicen en el país deberán incluir 
información acerca del consumo energético en sus etiquetas, envases y publicidad. Creo que los 
términos “etiquetas” y “envases” son sustitutivos entre sí, y la publicidad es aparte. Me parece mejor 
que se diga “en sus etiquetas o envases y en la publicidad”. De esta manera, queda claro que se 
puede poner una etiqueta en el envase, donde figure el consumo energético, de acuerdo con los 
estándares -como bien dice el proyecto de ley- o grabarlo directamente en el envase. Por otra parte, se 
hará en la publicidad, pero es otro tema. 


Entonces, mi propuesta concreta es que el artículo diga que los equipos y artefactos que se 
comercialicen en el país deberán incluir información acerca del consumo energético en sus etiquetas o 
envases y en la publicidad. 


SEÑORA DALMÁS.- Simplemente advierto que a veces los electrodomésticos que se manejan, por 
ejemplo en el hogar, tienen una etiqueta en el equipo y otra en la caja en la que se guarda, que es la 
que primero se ve. Generalmente, no se puede abrir la caja de los equipos, sino que lo que se hace es 
tener muestras en los locales donde se comercializan estos productos y luego de comprarlos uno se 
lleva la caja engrampada o encintada. No quiere decir que esté de más. Por ejemplo, pensemos en una 
estufa. Generalmente, tienen una plaqueta puesta en el equipo que muestra el consumo energético. Y 
afuera, en el envase, o sea en la caja, también hay una etiqueta con esa información. 


SEÑOR ALFIE.- Lo que quiero decir es que, quizás, en algún caso el envase puede no tener la 
etiqueta con el consumo. Entonces, pienso que el consumo energético puede figurar en uno u otro 
lado, y no necesariamente en los dos lugares. En la publicidad sí, porque es distinto, e imagino que no 
todos van a incluir la información en la publicidad, pero será la reglamentación la que determine. No 
estoy diciendo que el consumo energético tenga que figurar en uno o en otro lugar, puede estar en los 
dos, pero obligar por ley al fabricante o al comerciante a que figure en los dos lugares puede generar 
un inconveniente que en este momento no se me ocurre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, este artículo está bien y hay que aprobarlo porque es la esencia 
del proyecto de ley. Sin embargo, pienso que podríamos buscar alguna alternativa de redacción como 
para que no aumente ningún costo. Obviamente, es necesario dar la información, ya sea en la caja, en 
el equipo o en ambos. Pero obligar a abarcar los dos lugares quizás pueda generar algún costo 
adicional, teniendo en cuenta la naturaleza del equipo. 


SEÑORA DALMÁS.- Es más que obvio que en otros países hace muchísimo más tiempo que este 
tema resulta verdaderamente importante. En general, los equipos son importados y sorprende ver 
cómo en todos lados consta el consumo energético, no porque a nosotros nos preocupe, sino porque 
los fabricantes en general lo hacen, y yo creo que está bien. 


SEÑOR LONG.- Creo que no es una cosa o la otra, pues en el envase podría estar o no pero, a mi 
juicio, el etiquetado sí debería estar en el producto. Ocurre que una vez que se saca el producto de su 
envase, este se destruye o desaparece; sin embargo, el producto permanece y si alguien quiere fijarse 
en la etiqueta seis meses después de la compra, debería poder disponer de esa información. En el 
caso de los alimentos, hoy en día el criterio es que cada producto alimenticio debe traer especificados 
sus ingredientes. Hago esta aclaración porque me parece peligrosa la expresión “el envase o el 
producto”. Entiendo que por “etiqueta” se entiende la que está adherida al producto y que, a mi juicio - 


reitero- debe estar siempre, mientras que la del envase podríamos adicionarla o no. Pero la conjunción 
“o” significa que va a ser uno o el otro, por lo que una vez que se saque el envase, el producto podría 
quedar sin etiqueta, con lo cual la información se perdería. 


SEÑOR ALFIE.- Entendí y comparto lo que ha expresado el señor Senador Long. La obligación es del 
etiquetado y el envase es accesorio; por lo tanto, podríamos eliminarlo de la expresión “en sus 
etiquetas, envases y publicidad”. No es necesario aclarar que se la coloque en el envase, pues si 
viene, está bien, pero si no, no importa. Entiendo que es más importante el etiquetado del producto que 
el del envase. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que las últimas opiniones son las que revisten mayor consenso. De 
todos modos, ¿los señores Senadores del Gobierno prefieren postergar este artículo? 


SEÑOR COURIEL.- Personalmente, lo voy a votar como está o, de lo contrario, prefiero que se 
postergue. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, queda postergado el artículo 12. 


Léase, en primer lugar, el inciso primero del artículo 13 y, luego, el artículo sustitutivo que ya 
ha sido repartido. 


(Se lee:) 


“Artículo 13.- El Poder Ejecutivo podrá establecer rangos impositivos diferenciales según el 
nivel de eficiencia energética, de equipos, artefactos y vehículos consumidores de energía que se 
comercialicen en el país, basados en los indicadores técnicos pertinentes y teniendo en cuenta su 
viabilidad económica en función de la vida útil de los mismos, la adecuación de la producción nacional 
a tecnologías más eficientes y el acceso por parte de la población de bajos recursos a las mismas. 


Agrégase al artículo 1* del Título 11 del Texto Ordenado de 1996 el siguiente numeral: 


20) Equipos y artefactos de alto consumo energético que determine el Poder Ejecutivo: 180% 
(ciento ochenta por ciento). 


El Poder Ejecutivo podrá fijar tasas diferenciales en función del nivel de eficiencia energética 
de los bienes antes mencionados, basados en los indicadores técnicos pertinentes y teniendo en 
cuenta su viabilidad económica en función de la vida útil de los mismos, la adecuación de la producción 
nacional a tecnologías más eficientes y el acceso a la población de bajos recursos a las mismas. 


La entrada en vigencia de la reglamentación correspondiente se efectuará en un plazo no 
menor a 6 (seis) meses desde su aprobación.” 


En consideración. 


Advierto que se ha hecho un agregado referido al “acceso a la población de bajos recursos a 
las mismas”. 


Este artículo plantea una opción diferencial -debo aclarar que escuché los comentarios que 
hizo el señor Senador Alfie al comenzar el tratamiento del proyecto de ley- que me parece que va por el 
lado de castigar al producto poniéndole más impuestos. En ese sentido, personalmente pienso que 
puedo tener alguna diferencia con el señor Senador Alfie en cuanto a que considero que podría 
establecerse una exoneración o un incentivo para premiar a aquel equipo o artefacto que cumpla con 
ciertos requisitos y condiciones. O sea, me parece que sería mejor no gravar más los productos, sino 
apuntar a una exoneración o a bajar la tasa de IMESI, es decir, incentivar a la gente para que vea que 


determinado producto que cumple con los requisitos que establece la ley de eficiencia energética es 
más atractivo en función de su precio, y no castigar por medio de impuestos. 


No sé si me explico: quizás lo que había manifestado el señor Senador Alfie implique 
involucrarnos también en el tema tributario, porque el concepto es el mismo. Digo esto porque ya sea 
poniendo nuevos impuestos o eliminándolos, estaríamos generando una situación diferencial y, en 
cierto sentido, esa era la crítica global que hacía el señor Senador Alfie. Reitero que nosotros nos 
inclinaríamos por incentivar disminuyendo impuestos y no por castigar mediante su imposición. Por 
eso, en términos generales, este artículo no nos conforma. 


SEÑOR ALFIE.- Más allá de ese aspecto general y teórico, hay cuestiones prácticas. Todos sabemos 
cómo funcionan las cosas en la Aduana y cómo se puede declarar o no. Me parece que abrir un 
capítulo según la eficiencia energética sería casi una utopía y se prestaría para generar líos. No me 
parece algo operativo y creo que no funcionaría. Para hacer algo así, se podría facultar al Poder 
Ejecutivo a devolver los impuestos a los artículos que determine y, de esa manera, hacer las cosas al 
revés. Entonces, ¿cuál es el tema? Seguramente los artículos de mayor eficiencia energética serán 
más caros; eso ya lo vemos en la actualidad con las lámparas de bajo consumo, que son más caras 
que las comunes, aunque también -supuestamente- duran bastante más. Por algo se dice que se 
importaron no sé cuántos millones de lámparas de bajo consumo para repartir según un mecanismo 
bastante extraño, que ahora no importa. Quiere decir que mucha gente no puede asumir ese costo 
hundido de capital. 


En consecuencia, me parece que la mejor opción no es subir el precio del otro producto - 
porque, de esa manera, la persona no podría acceder ni a uno ni al otro- sino, en todo caso, hacer que 
sea más accesible el producto más caro para se pueda asumir su costo. Considero que esto es mucho 
más operativo y estoy casi convencido de que lo que se propone no lo es y de que, por supuesto, se va 
a prestar a todo tipo de “salto de posición” en la Aduana, como se denomina en ese ámbito. Eso es 
algo que nadie puede negar que exista. 


Por lo expuesto, propongo postergar la consideración de este artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Queda postergado el artículo 13. 
Léase el artículo 14. 
(Se lee:) 


“Artículo 14.- Los fabricantes o importadores de equipos y artefactos que requieren 
suministro energético, no podrán comercializar en el territorio nacional equipos y artefactos que no 
cumplan con lo dispuesto por el artículo 12 de esta ley. Cométese a la Unidad Reguladora de Servicios 
de Energía y Agua (URSEA) el contralor de dicha disposición, pudiendo resolver el retiro del mercado 
de los equipos y artefactos que no cumplieran con las normativas correspondientes, previa vista al 
particular. El incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 12, determinará la aplicación de 
multas que podrán llegar, según establezca la reglamentación, hasta el 100% (cien por ciento) del 
precio de venta de los correspondientes equipos y artefactos. La fiscalización y el eventual ejercicio de 
la potestad sancionatoria estará a cargo de la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 
(URSEA), siguiendo el procedimiento del decreto reglamentario”. 


En consideración. 


En este artículo también encontramos un inconveniente en cuanto a que en las últimas frases 
damos la potestad de fiscalización y sanción a la URSEA. ¿Estamos de acuerdo en que ella sea la que 
lleve a cabo esa tarea como ente regulador? Me hago el planteo en voz alta. ¿La URSEA tendrá 
inspectores que visiten comercios en todo el país? Quizás le estemos dando una tarea que no sea tan 
propia de esa Unidad Reguladora y es una duda que quizás deberíamos plantear al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y a la URSEA. Personalmente, no creo que la URSEA cuente con el 
presupuesto y el personal necesarios. Por otra parte, pienso que esa tarea le corresponde al Ministerio. 


Ahora bien, estoy de acuerdo en que exista una multa, aunque el 100 % es por cierto una 
suma importante, teniendo en cuenta que además requisan el aparato. Por eso, tal vez en el futuro, a 
través de la reglamentación, se puedan establecer distintas graduaciones de las multas. Como dije, 
estoy de acuerdo en que se aplique una sanción si no se cumple con el artículo 12, ya que, de lo 
contrario, el proyecto de ley no serviría para nada. Repito, considero que es importante que se requise 
el aparato y que se multe al usuario si se trata de un hecho sistemático. 


SEÑORA DALMÁS.- En realidad, si hay algo beneficioso en un proyecto de esta naturaleza, es 
establecer la obligatoriedad, en este caso, del etiquetado de los equipos. Pero si esto no se hace en 
serio, más vale no elaborar un proyecto de ley. No me voy a expedir sobre el monto y demás, porque 
deben existir razones que lo avalen. 


En cuanto a la Unidad Reguladora, quiero recordar que, en general, las que no son de muy 
antigua creación, fiscalizan, inspeccionan y sancionan; por lo menos, ése es el caso de la URSEC. Me 
parece que no está mal que así sea porque la Unidad Reguladora de hecho debería tener la 
independencia técnica suficiente como para exigir, analizar las situaciones, sancionar y demás. Si no 
cuenta con suficiente personal, habría que proveérselo. 


SEÑOR ALFIE.- Comparto lo señalado por el señor Presidente en cuanto a que, en este caso, no es la 
URSEA la que debe realizar esas tareas. A mi entender, una cosa es que las Unidades Reguladoras 
fiscalicen o controlen a los mercados oligopólicos, donde los actores son tres o cuatro -ese es el 
esquema actual; de hecho, en el combustible, la energía y el agua hay uno solo y en 
telecomunicaciones hay tres- y otra es que controlen el etiquetado de cualquier fabricante o importador, 
como se expresa en el proyecto de ley. Ese no es el cometido. En todo caso, habría que encomendar 
esa tarea a la Dirección Nacional de Industrias o a alguien dentro del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. Creo que dentro de la URSEA no podemos distraer recursos escasos y caros, porque se 
requieren técnicos muy especializados para el control de los etiquetados. Comparto la opinión del 
señor Presidente en cuanto a que esta tarea no la debe realizar la URSEA, pero insisto en que es 
necesario que alguien la haga, porque de otra manera toda la ley sería un saludo a la bandera. 


SEÑOR LONG.- Voy a hacer uso de la palabra con el ánimo de aportar algunos elementos para 
reflexionar sobre este tema de la URSEA, del Ministerio de Industria, Energía y Minería y de quien 
corresponda. 


En Uruguay hay unos cuantos casos en que esto se aplica: por ejemplo, el control de 
termómetros, de manómetros, de balanzas, de surtidores de combustible en las estaciones de servicio, 
o todo el etiquetado de alimentos -que es muy vasto- así como otras tareas de premedidos que son 
muy complejas. El tema de los productos premedidos es muy complicado porque hay que verificar, por 
ejemplo, que donde dice “100 gramos” haya realmente esa cantidad y no 98 ó 95 gramos, lo que hace 
toda la diferencia porque allí está muchas veces la utilidad. La mayor parte de estos aspectos son 
controlados por el LATU y por eso conozco bien el tema. 


En este tema hay dos etapas y ambas tienen costo. Una de ellas tiene que ver con el control 
inicial -por llamarlo de alguna manera- del modelo; alguien importa o fabrica en Uruguay un 
determinado calefón -o lo que sea- cuya etiqueta dice que consume tanto. En consecuencia, habrá que 
verificar que es verdad lo que dice esa etiqueta. Hay que hacer el modelo inicial, realizar muestreos 
periódicos, verificar que eso se cumpla, se puede hacer por lote, por certificación de calidad, en fin; hay 
distintos sistemas que también tienen costos diferentes. Y también hay que hacer la inspección de calle 
que consiste, realmente, en ir comercio por comercio a controlar, por lo que se trata de un trabajo de 
muchas horas-hombre. Debemos tener en cuenta que los que hacen toda la primera parte del trabajo 
tienen que ser técnicos sumamente competentes, pero aun quienes realizan los controles en plaza 
deben contar con una cierta capacitación. En definitiva, todo esto tiene un costo y todas estas tareas se 
cobran; alguien paga por ellas. Por ejemplo, en el caso de las balanzas, los surtidores o los 
termómetros, es directamente el productor o el importador quien paga ese porcentaje. Puede haber 
otros que sean distintos, pero habría que repasar la docena de casos que existen en el Uruguay. 
Insisto en que hay un determinado costo y no se pueden realizar los controles otorgando un poco más 
de personal, porque hay transportes, vehículos, ensayos de laboratorio que pueden ser muy caros 


dependiendo del producto de que se trate. Además, no hay muchos laboratorios en materia eléctrica en 
nuestro país; creo que sólo están el de UTE, el del LATU y no sé si alguno más. 


Estoy totalmente de acuerdo con el tema, pero habrá que pensarlo bien. Creo que aunque 
esto introduzca un pequeño costo -siempre lo hay, porcentualmente hablando- el beneficio que se 
obtiene es mucho mayor; además, las sociedades desarrolladas avanzan en esta dirección. Sin 
embargo, alguien tiene que prever, porque si le tiramos el fardo a la URSEA o al Ministerio para que 
hagan este control, sin definir con precisión de dónde van a salir los recursos, no se podrá llevar a 
cabo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un comentario para que quede constancia en la versión 
taquigráfica y, sobre todo, para que lo lean quienes nos puedan dar una respuesta al respecto. 


Lo que decía la señora Senadora Dalmás, acerca de que la URSEA puede asumir esto 
porque puede tener iguales cometidos que la URSEC, es un argumento, pero me da la sensación de 
que, en este sentido, lo que administra la URSEC son las ondas de radio que otorga. Por lo tanto, 
esencialmente tiene que cumplir esa inspección porque se trata de algo limitado que otorga el Estado y 
es regulado por la URSEC, sobre todo para el caso de algunas radios comunitarias ilegales que 
aparecen. Esa es su labor de control, pero se trata de un mundo limitado que no supone mucha gente. 


Acerca de las reflexiones del señor Senador Long, y volviendo a creer que el artículo 14 tiene 
que implementar multas y sanciones para requisar el producto que no cumple con lo establecido, se 
agrega otro elemento que es el de la veracidad del etiquetado. Se ha dado el ejemplo de un fabricante 
que dice que un calefón gasta tanto; entonces, ¿quién controla que el etiquetado es verdad? Reitero 
que quiero dejar esta constancia en la versión taquigráfica. Me parece que en el proyecto de eficiencia 
debería ingresar el LATU como garantía, ya que el etiquetado debe ser garante de que efectivamente 
el producto es eficiente y que se realizaron los estudios del caso. 


Entonces, postergamos este artículo 14 a la espera de la opinión del Ministerio y de la 
Dirección de Eficiencia Energética sobre estas observaciones. 


Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 


“Artículo 15.- Los proyectos que cumplan con los criterios para ser considerados de eficiencia 
energética, podrán acceder a un Certificado de Ahorro de Energía emitido por el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. Este tendrá un valor en unidades energéticas equivalente a la Energía Ahorrada 
Ponderada, la cual resultará del ahorro de energía estimado en base a los parámetros técnicos 
pertinentes y la ponderación realizada según lo establecido en el literal f) del artículo 4” de la presente 
ley”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Entiendo el propósito de este artículo, pero realmente no comprendo su efecto 
práctico. Estoy de acuerdo con que se emita un certificado de ahorro de energía, pero no se dice 
respecto a qué. ¿Cuál es el parámetro que se utiliza? Digo esto porque dependiendo de cuál se utilice, 
puede variar el porcentaje de ahorro. 


Además, me pregunto para qué sirve el certificado. 


SEÑOR LONG.- Respecto a esto último, creo que se especifica más adelante. Pero comparto la duda 
inicial sobre el criterio de cálculo del ahorro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, quisiera postergar este artículo, porque hace referencia al 
literal f) del artículo 4% que ya postergamos y que no nos resultaba muy claro. Tal vez las autoridades 
nos puedan remitir algún comentario que nos permita realizar una mejor redacción del artículo. 


Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16.- En el marco del Pan Nacional de Eficiencia Energética establecido en el artículo 
4? de la presente ley, el Poder Ejecutivo velará para que la estructura tributaria promueva el uso 
sustentable y eficiente de los recursos energéticos”. 


En consideración. 


Si bien no creo que sea conveniente poner más impuestos, me es atractiva la solución 
propuesta por el señor Senador Alfie en cuanto a la devolución de impuestos, sobre todo el IMESI. 
Entonces, ojalá podamos convencer a quien lea la versión taquigráfica de que se pueda ir por este 
último camino, que me parece más claro. 


Sin embargo, no tendría inconvenientes en votar el artículo 16 porque simplemente dice “En 
el marco del Pan Nacional de Eficiencia Energética establecido en el artículo 4% de la presente ley, el 
Poder Ejecutivo velará para que la estructura tributaria promueva el uso sustentable y eficiente de los 
recursos energéticos”. Si la promoción se refiere a la devolución de impuestos, estoy de acuerdo; si lo 
que se quiere es castigar con más impuestos, no lo estoy. Por lo tanto, dependerá del artículo 4* y de la 
receptividad que estos comentarios puedan tener en la Administración. 


SEÑOR ALFIE.- Me parece que este artículo es absolutamente declarativo y no va a tener efectos 
prácticos. Sin embargo, en determinado momento a alguien se le puede ocurrir hacer un juicio contra el 
Estado si entiende que no está haciendo uso de la facultad que le otorga este artículo. En 
consecuencia, no voy a acompañarlo porque puede generar problemas innecesarios. 


Además, desde mi punto de vista, los sistemas tributarios tienen otros fines. Su fin primario 
es, básicamente, recaudar y hacer eficiente el funcionamiento económico. Entonces, además de estar 
totalmente en contra, puede generar problemas innecesarios. 


Léase el artículo 17 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- Los prestadores de servicios de energía deberán presentar anualmente a la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), los Certificados de Ahorro de Energía 
definidos en el artículo 15, que representen el 0,1% (cero con uno por ciento) del monto total de sus 
ventas de energía del año anterior al mercado interno, sin incluir las ventas de energía entre los 
propios prestadores. 


El Poder Ejecutivo, luego de un período de evaluación de cinco años de funcionamiento del 
sistema de Certificados de Ahorro de Energía, podrá aumentar la meta establecida en el inciso anterior 
hasta un máximo de 1% (uno por ciento) por razones fundadas y de acuerdo a las circunstancias de 
cada uno de los prestadores de servicios de energía y a las circunstancias nacionales. Asimismo, dicha 
reglamentación establecerá la forma de transferencia a tarifas de los costos resultantes de las 
actividades emprendidas por los prestadores de servicios de energía en cumplimiento de la presente 
Ley. 


Asimismo la reglamentación establecerá los plazos de entrada en vigencia de esta obligación 
de modo que permita a los prestadores de servicios de energía, obtener certificados de Ahorro de 


Energía. Cuando los mismos estén realizando proyectos de U.E.E al momento de entrar en vigencia la 
presente ley podrán certificar los ahorros obtenidos por los mismos.” 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que la redacción de este artículo deja mucho que desear, puesto que presenta 
cacofonías de todo tipo. Más allá de eso, cuando se consideró el artículo 15, pregunté para qué servía 
y se mencionó el artículo 17, aunque éste no menciona los proyectos, sino que solamente se refiere a 
la obligación de los prestadores de servicios de energía. En lo personal, supuse que los proyectos que 
cumplieran con estas condiciones podrían ser de cualquier tipo y se podrían llevar adelante por un 
particular que, por ejemplo, renovara parte de su planta fabril o su parque de computadoras, lo que le 
permitiría hacer un ahorro, puesto que son más eficientes. Sin embargo, aquí solo se habla de los 
prestadores y, por lo tanto, sigo sin entender lo que plantea el artículo. Aclaro que reitero todo esto para 
que conste en la versión taquigráfica y el Ministerio tome conocimiento de todos mis planteos. 


SEÑORA DALMÁS.- Quizás podrían ser ambos los que presenten proyectos. 


SEÑOR ALFIE.- Ahora bien; el artículo 17 establece que los prestadores deben tener un ahorro de 
energía muy bajo, pero no se aclara respecto a qué. Además, parecería que desde el primer momento 
deberían tener un ahorro de energía y, aunque sea solamente el 0,1% -puesto que es el uno por ciento 
del valor de las ventas al mercado interno- debería darse un plazo, por ejemplo, hasta el año siguiente, 
dado que por alguna razón no lo han podido hacer antes. En mi opinión, este artículo requiere un 
estudio profundo de nuestra parte y también de las autoridades. Reitero que, aunque me parece que 
las metas son correctas, en el fondo esto funciona como una obligación y no como un premio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me queda claro si estos certificados se emiten para permitir descuentos en 
las tarifas. Planteo esto porque la última frase del inciso segundo de este artículo establece que dicha 
reglamentación establecerá la forma de transferencia de los costos resultantes a tarifas. 


SEÑOR ALFIE.- No, no es para eso sino que, en realidad, es al revés, porque cuando se aplica una 
tecnología que permite la eficiencia energética, los costos aumentan. Si bien es cierto que esto es más 
costoso en términos de capital, debería ser menos costoso en términos generales. Si no fuera así, esto 
se contrapondría a la parte final del artículo 22 cuando habla de la eficiencia energética, puesto que 
dice: “siempre que sea económicamente conveniente desde el punto de vista de la sociedad.” 


En fin, tengo varias dudas y me parece que éste sería un tema más a aclarar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Participo del planteo del señor Senador Alfie, y como dije con relación a otros 
artículos, sería conveniente que pudiéramos recibir el comentario de las autoridades, sobre todo 
porque se trata de establecer un sistema de Certificados de Ahorro de Energía que deberían generar 
un premio para quien logre las metas trazadas. Sin embargo, ello no está muy claro en la redacción del 
artículo. 


SEÑORA DALMÁS.- Personalmente, tengo algunas dificultades para comprender cabalmente el 
alcance de este artículo. 


Ahora bien, cuando el señor Senador Alfie plantea como interrogante “el ahorro con respecto 
a qué”, me parece que en el artículo 15 figura un criterio, por cuanto expresa que los proyectos 
considerados de eficiencia energética, “podrán acceder a un Certificado de Ahorro de Energía”, y que 
tendrán un valor establecido en “unidades energéticas equivalente a la Energía Ahorrada Ponderada”. 
Esto se ha escrito con mayúsculas, dando a entender que es una definición técnica muy precisa que, 
por cierto, desconozco. Al mismo tiempo, al final ese artículo señala: “la cual resultará del ahorro de 
energía estimado en base a los parámetros técnicos pertinentes y la ponderación realizada”, lo que me 
lleva a pensar que de pronto nos está faltando alguna definición más acerca de cómo se define y qué 
significa “U.E.E.”. 


En definitiva, más allá de la explicación técnica, considero que falta una definición más 
precisa. 


Por otro lado, aunque como dije antes, no alcanzo a comprender en su totalidad el sentido de 
esta disposición, me da la sensación de que en la última frase del inciso segundo del artículo 17, que 
dice, “Asimismo, dicha reglamentación establecerá la forma de transferencia a tarifas de los costos 
resultantes de las actividades emprendidas por los prestadores de servicios de energía en 
cumplimiento de la presente Ley”, se quiere señalar que se va a producir cierta justificación de un alza 
de tarifas, en virtud de haber aplicado determinada tecnología, o tener un mayor costo. 


SEÑOR ALFIE.- Sí, estoy de acuerdo. 


SEÑORA DALMÁS.- Por supuesto, de todos modos, falta mucho para que entendamos cabalmente el 
alcance de esta disposición. 


SEÑOR ALFIE.- Se justifica por el costo del capital. 


Ahora bien, la Energía Ahorrada Ponderada, en realidad, es una definición que 
supuestamente figura en el literal f) del artículo 4%, y en esencia es la diferencia entre la energía 
consumida y algún consumo de referencia. El tema es que no tenemos idea de cuál es esa referencia 
ni cuál va a ser el criterio para fijarla y, en consecuencia, me parece que se debería establecer algún 
criterio para fijar a su vez la referencia. 


En cuanto al carácter de “Ponderada”, debo decir que la ponderación surge de los diferentes 
factores o por los distintos tipos de consumo. 


No entiendo en profundidad todos los conceptos que aquí se manejan, pero me da la 
sensación de que la redacción del artículo, tal como está, hace que entendamos menos todavía. A 
cualquiera le puede pasar que al elaborar un texto sobre un tema que es muy sabido, se omitan una 
cantidad de aspectos justamente por eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 18. 
(Se lee:) 


“Artículo 18.- En los casos que los prestadores de servicios de energía incumplan con la 
presentación de los Certificados de Ahorro de Energía, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua (URSEA), lo comunicará al prestador, quien contará con un plazo de 90 días para presentar los 
certificados. Si no lo hiciera el Poder Ejecutivo podrá aplicar multas que serán determinadas en forma 
proporcional al monto de energía no ahorrada, valorizada por el precio medio de la energía vendida por 
el prestador de servicios de energía en falta. El tope máximo de la multa será el 10% de la meta no 
lograda de ahorro de energía. Este porcentaje podrá elevarse, por razones fundadas luego de una 
evaluación del sistema de Certificados de Ahorro de Energía hasta un máximo de 25%, a partir del 
quinto año de funcionamiento del mismo”. 


En consideración. 


Por lo que entiendo de la lectura de este artículo, el Certificado de Ahorro de Energía es 
obligatorio y sirve para medir si se cumplen las metas. Quiere decir que no se trata de dar un 
incentivo, sino de establecer una pena en caso de que no se cumpla. Me parece que es en esa 
dirección que va este sistema de certificados. Personalmente, pensaba que el certificado se podía 
utilizar como premio, pero observo que no es así, que sirve para no tener un castigo, por lo que no 
estoy de acuerdo porque me inclino más por los incentivos y premios que por los castigos. Por lo 
tanto, me gustaría que la Administración me brindara una justificación acerca de esta disposición, 
porque si bien necesitamos que existan metas de ahorro energético, no me parece que el camino 
correcto sea que al no tener el certificado, se ponga una multa equivalente a lo que eran las metas 


establecidas. Insisto en que creo que es mejor dar un incentivo que un castigo. Esta es mi opinión 
acerca de este artículo por lo que, reitero, me gustaría que la Administración nos diera las razones que 
lo justifican. 


SEÑORA DALMÁS..- En una primera lectura de la norma, y volviendo a lo que establece el artículo 17, 
observo que en ningún momento se dice claramente -o al menos yo lo entiendo así- que los 
prestadores de servicios de energía tienen la obligación de presentar Certificados de Ahorro de 
Energía. Se expresa que deberán presentar anualmente a la URSEA los Certificados de Ahorro de 
Energía, pero no leí en ningún lugar que fuera obligatorio, y se hace referencia al artículo 16. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, nos enviaron una fe de erratas donde se señala que la referencia 
es el artículo 15. 


SEÑORA DALMÁS.- Ahora bien, el artículo 15 tiene que ver con los proyectos que cumplan con los 
criterios, pero no con los prestadores, por lo que no comprendo bien este tema. Me queda claro que 
quien presente un proyecto y lo cumpla, va a tener muchos incentivos y, a su vez, quien presente un 
proyecto y no lo cumpla, va a tener multas, o algo por el estilo, pero no comprendo si esto rige para los 
prestadores y quienes presenten proyectos que, como decía el señor Senador Alfie, pueden no ser los 
prestadores. 


SEÑOR ALFIE.- Como se va a enviar la versión taquigráfica de esta sesión a la URSEA y al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, quiero plantear la siguiente duda. Un prestador puede elaborar un 
proyecto de energía, y también lo puede hacer alguien que no sea un prestador. El artículo 15 habla de 
los proyectos en general y del otorgamiento de un certificado cuyo valor, en principio, es nada, porque 
allí no se establece que haya un beneficio para quien tenga el certificado. Por su parte, las multas 
abarcan solo a los prestadores y no a los que hacen un proyecto. Si estamos de acuerdo en que eso 
es lo que aquí se establece, creo que quizás estaría faltando algo. También puede suceder que sea 
como aquí se establece y, en ese caso, luego se nos explicarán las razones por las que se redactó de 
esa Manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere señalar que si no se pueden enviar las explicaciones por 
escrito, con mucho gusto podemos recibir al Director del área de eficiencia energética del Ministerio 
para poder conversar de estas cosas en mayor profundidad. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: en primer lugar, hemos resuelto repartir algunos artículos que 
fueron aprobados en la Rendición de Cuentas a los efectos de tener información y recibir, desde fuera 
de la Comisión, los elementos correspondientes para profundizar sobre ese tema. En segundo término, 
se han hecho una serie de comentarios para enviar a la URSEA y al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, de manera que nos envíe sus contestaciones por escrito, o quizás, cuando se vaya a votar el 
proyecto de ley, sería conveniente contar con algún delegado del Ministerio a los efectos de recibir las 
aclaraciones que sean necesarias. 


Por otra parte, quiero dejar la siguiente constancia en la versión taquigráfica. Creo que 
muchas veces hay concepciones distintas sobre la política económica. A veces tiene un objetivo, como 
puede ser la estabilización de precios, la promoción de algunas actividades o, tal vez, la atención de 
temas relativos al medio ambiente. Y para poner un solo ejemplo y no extenderme, en materia de 
política tributaria puede existir un fin recaudatorio, un fin fiscalista -que muchas veces es lo normal en 
materia tributaria- pero también objetivos finalistas, en los que no importa la recaudación, es decir, que 
quieren defender determinadas actividades. Por tanto, creo que este proyecto de ley, en materia 
tributaria, básicamente lo que quiere tener son objetivos finalistas, es decir, la eficiencia energética, el 
ahorro energético. Y, desde este punto de vista, usa los instrumentos de política económica con un fin 
concreto: el ahorro de energía y lograr tener eficiencia energética, lo cual comparto. Se puede 
promover de muchas maneras y este proyecto de ley lo hace por la vía tributaria, pero creo que desde 
ese punto de vista es válido lo que hace la política económica. 


Simplemente quería dejar esta constancia en la versión taquigráfica. 


SEÑORA DALMÁS.- Concuerdo totalmente con lo que expresa el señor Senador Couriel, pero en lo 
personal tengo algunas dificultades para comprender cómo se logra ese incentivo tributario con un 
objetivo finalista y, en especial, pensando en algunos instrumentos. No es que no esté de acuerdo, sino 
que me falta comprensión de los instrumentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para colaborar con el debate debo decir que participo mucho más con la idea 
de que los objetivos finalistas se den por las exoneraciones y no por los incrementos de impuestos. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 22 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


